Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
Resolución Nº   2161-2007-TC-S2

Sumilla   : 
La falta de conexión lógica entre los hechos expuestos en el recurso y el petitorio del mismo constituye causal de improcedencia, de conformidad con lo establecido en el numeral 8) del artículo 157 del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por D.S. Nº 084-2004-PCM, modificado por D.S. Nº 028-2007-EF. 

Lima, 07 de Diciembre de 2007

Visto en sesión de fecha 07 de diciembre de 2007 de la Segunda Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado el Expediente N° 3300/2007.TC sobre el recurso de apelación interpuesto por la empresa JALASA SERVICIOS GENERALES S.R.L., respecto de la Adjudicación Directa Selectiva Nº 0139-2007/EO-S (Primera Convocatoria), convocada por la EMPRESA REGIONAL DE SERVICIOS PÚBLICOS DE ELECTRICIDAD DEL ORIENTE – ELECTRORIENTE, para la la contratación del “Servicio de jardinería, mantenimiento de áreas verde, cultivo o destrozado de césped, poda de árboles y sembrado de plantas ornamentales”; y atendiendo a los siguientes:   

1. El 28 de setiembre de 2007, la EMPRESA REGIONAL DE SERVICIOS PÚBLICOS DE ELECTRICIDAD DEL ORIENTE – ELECTRORIENTE, en lo sucesivo LA ENTIDAD, convocó la Adjudicación Directa Selectiva Nº 0139-2007/EO-S (Primera Convocatoria) para la contratación del “Servicio de jardinería, mantenimiento de áreas verde, cultivo o destrozado de césped, poda de árboles y sembrado de plantas ornamentales”, bajo el sistema de suma alzada y por un valor referencial ascendente a S/. 71 797,61.

2. Con fecha 15 de octubre se integraron las bases y el 18 de octubre de 2007, el Comité Especial designado para conducir el proceso de selección, efectuó en acto privado la apertura de sobres, la evaluación y calificación de propuestas, siendo el 19 de octubre de 2007 publicado en el Sistema Electrónico de Adquisiciones y Contrataciones del Estado (SEACE) el acta de otorgamiento de la Buena Pro al postor TELECOMUNICACIONES LORETO COMPANY S.R.L., por un valor equivalente a S/. 60 334.13.
3. Mediante escrito de fecha 30 de octubre de 2007 subsanado el 31 de octubre de 2007, el postor JALASA SERVICIOS GENERALES S.R.L., en adelante La Impugnante, interpuso recurso de apelación ante la Oficina desconcentrada de Iquitos del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado contra el otorgamiento  de la Buena Pro a favor de Telecomunicaciones Loreto Company S.R.L., en el que solicitó se le otorgue a su representada; siendo sus principales fundamentos los siguientes:

a. La adjudicataria según la constancia del Registro Nacional de Proveedores con código S0127227 tiene la calidad de proveedor de servicios, pero según la consulta efectuada a su RUCC, la actividad es Venta de materiales de construcción. 

b. En la constancia del RNP se consigna como domicilio Calle Ramón Castilla 680 (Esquina con Cáceres) / Loreto – Maynas, y en la Declaración Jurada de Información del Postor indica como Domicilio Legal Jirón Próspero Nº 513, la misma que difiere de la consignada en el RNP. 

c. Los miembros del Comité Especial no han firmado el pacto de integridad que presentó la adjudicataria, con lo que deviene en nulo todo lo actuado por las irregularidades mencionadas al no reunir los requisitos exigidos por las bases, no tiene la experiencia necesaria en la actividad  y el pacto de integridad no se encuentra firmado en su totalidad. 

d. Las bases no establecen factor de evaluación experiencia del postor.

e. De conformidad con la declaración jurada de experiencia del personal propuesto, la adjudicataria ofrece como obrero desbrozador a Walker Taricurama Davila, sin embargo de la información del Currículum Vitae, ésta corresponde a Walter Davila Taricurama. Por lo  que presente un currículum vitae distinto del personal que ofrece en su declaración jurada.

f. El obrero desbrozador supuestamente habría laborado para una compañía que no existe y el RUC que se indica en el Certificado de trabajo pertenece a una persona natural, la misma que esta baja prov. de oficio

4. El Tribunal, mediante Decreto de fecha 07 de noviembre de 2007, admitió a trámite el recurso de apelación y emplazó a la Entidad para que remita los antecedentes administrativos relativos al proceso de selección.

5. Mediante Carta G-1303-2007 presentado el 21 de noviembre de 2007 en la oficina desconcentrada de Iquitos, La ENTIDAD se apersonó a la instancia, remitió los antecedentes administrativos y adjuntó el Informe Técnico Nº 001-2007-CEP 7-L, e Informe Legal GGL-330-2007 donde manifestó que:

a. El impugnante está cuestionando las bases respecto a los factores de evaluación que el Comité Especial puede establecer en las bases, cuando hay una etapa de consultas y observaciones, lo que no procede al estar integradas las bases y porque el numeral 2 del artículo 151º del Reglamento de Contrataciones y Adquisiciones del Tribunal no permite impugnan la integración de las bases, por lo que debe declararse improcedente la apelación.

b. Respecto a la Constancia del Registro Nacional de Proveedores como proveedor de servicios de la adjudicataria que no coincide con lo que SUNAT registra como actividad principal  económica, refieren que para ser postor en un proceso de selección se debe estar inscrito en el RNP y no estar sancionado ni impedido para contratar con el Estado, estando habilitado para participar y contratar con el Estado, lo contrario sería una afectación de derechos. 

c. Asimismo, de la verificación de la página web de la SUNAT, verificaron que la adjudicataria ha declarado ante ella la dirección consignada en la Declaración Jurada (Información del Postor) como establecimiento anexo o sucursal de su representada, siendo el argumento del impugnante atentatorio al principio de eficiencia. 

d. Respecto al pacto de integridad, éste fue firmado por el Comité al día siguiente de atender la solicitud del impugnante de acceso a las propuestas del proceso de selección, siendo tal omisión subsanable. 

e. Respecto al nombre del personal propuesto como obrero desbrozador, en el Currículum Vitae si figura el nombre de Walter Davila Taricurima, siendo la misma persona por el número de documento de identidad, siendo es un error material el orden de los apellidos que el comité decidió no necesitaba subsanación. Más aún, el Comité Especial hizo la búsqueda en la página web de RENIEC y de SUNAT y se verificó que corresponde a Walter Davila Taricurima como figura en el Currículum Vitae. Respecto a la experiencia como obrero, se actuó conforme al principio de presunción d veracidad y aún no hay elementos de juicio concluyentes que determinen falsedad en el certificado de trabajo que presenta, comprometiéndose la Entidad a verificar los hechos expuestos. 

6. Mediante decreto de fecha 23 de noviembre de 2007 se asignó el expediente a la Segunda Sala del Tribunal para que emita su pronunciamiento.

7. Mediante decreto de fecha 30 de noviembre de 2007, el Tribunal declaró el expediente expedito para resolver con la documentación obrante en autos.

FUNDAMENTACIÓN

1. Es materia de este procedimiento administrativo el recurso de apelación interpuesto por JALASA SERVICIOS GENERALES S.R.L., contra el otorgamiento  de la Buena Pro a favor de Telecomunicaciones Loreto Company S.R.L., en la Adjudicación Directa Selectiva Nº 0139-2007/EO-S (Primera Convocatoria) convocada por la EMPRESA REGIONAL DE SERVICIOS PÚBLICOS DE ELECTRICIDAD DEL ORIENTE – ELECTRORIENTE, para la la contratación del “Servicio de jardinería, mantenimiento de áreas verde, cultivo o destrozado de césped, poda de árboles y sembrado de plantas ornamentales”, y por su efecto solicita se le otorgue a su representada.

2. Respecto al proceso de selección objeto de impugnación, un primer asunto que debe ser materia de examen es el cumplimiento de los requisitos de orden formal y sustancial en la interposición del recurso que motiva la presente. 

En este sentido, a efectos de que este Colegiado pueda emitir un pronunciamiento válido respecto del proceso materia de impugnación debe verificar, en primer lugar, que no se configure alguna de las causales de improcedencia establecidas en el artículo 157 del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
, en cuyo caso deberá declarar improcedente el recurso interpuesto, sin conocer el caso ni emitir pronunciamiento sobre el fondo de la controversia.

3. De la revisión del Acta de Apertura de sobres, cuadro comparativo y otorgamiento de Buena Pro de 14 de noviembre de 2007, y del cuadro de evaluación y calificación de propuestas publicado en el SEACE y adjuntado en copia por la Entidad, se advierte el siguiente orden de prelación:

	Postor
	Propuesta Técnica
	Propuesta Económica
	Bonif. 20%
	Puntaje Total
	Orden de Prelación

	JAVIER TAVERA C.
	100
	83.462
	---
	95.038
	5

	ROSARIO T VELI VBALTAZAR
	100
	100
	---
	100.00
	4

	TELECOMUNICACIONES LORETO COMPANY
	100
	83.299
	28.496
	123.485
	1

	SERV. GENERALES JANETH
	100
	77.240
	27.951
	121.123
	2

	JALASA SERV. GENERALES
	100
	92.549
	19.552
	117.316
	3


4. Del cuadro comparativo de evaluación de propuestas, se verifica que el postor impugnante obtuvo el tercer lugar en el orden de prelación. Ahora bien, conforme al petitorio y a los fundamentos expuestos por la Impugnante en su recurso de apelación, este colegiado observa que éste tiene como objeto se declare la nulidad del acto mediante el cual se otorga la buena pro a TELECOMUNICACIONES LORETO COMPANY S.R.L. y por su efecto se le otorgue la Buena Pro a la impugnante. 

5. Previo al análisis de los fundamentos que sustentan el recurso interpuesto, y considerando que el Impugnante ha consentido la calificación de la empresa que quedó en segundo lugar en el orden de prelación en el proceso de selección, corresponde que este Tribunal verifique el cumplimiento de los requisitos de procedencia regulados en el Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, así como en la Ley № 27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General y en el Código Procesal Civil, normas de aplicación supletoria a los procesos de contratación pública.
6. Para tal efecto, debe tenerse en cuenta que  el numeral 206.1 del artículo 206 de la Ley del Procedimiento Administrativo General consagra la facultad de contradicción administrativa, que establece que, frente a un acto administrativo que se supone viola, desconoce o lesiona un derecho o interés legítimo, procede su contradicción en la vía administrativa mediante la interposición del recurso administrativo pertinente que, en materia de contrataciones y adquisiciones del Estado, para el caso en particular es el recurso de apelación. Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 358 del Código Procesal Civil, aquél que interpone un medio impugnativo debe fundamentar su pedido, para lo cual debe indicar el error de hecho o de derecho incurrido en el que cuestiona, precisar la naturaleza del agravio y sustentar su pretensión impugnatoria.
7. De las normas invocadas se infiere que el presupuesto procesal objetivo para la validez de cualquier recurso impugnativo en la vía administrativa es la existencia de un acto administrativo previo contra el cual la impugnación está dirigida. Por ello mismo, dicho acto debe causar agravio al administrado y, en este sentido, el recurso administrativo se interpondrá a efectos de modificar o extinguir su eficacia y, por su efecto, variar la condición jurídica discutida. 

8. A su vez, el numeral 5 del artículo 163 del Reglamento establece que el recurso de apelación será declarado improcedente cuando incurra en alguna de las causales establecidas en el artículo 157 de dicho dispositivo legal, siendo relevante precisar que el numeral 8 del referido artículo indica que el recurso será improcedente cuando no exista conexión lógica entre los hechos expuestos en el recurso y el petitorio del mismo.
9. En tal medida y, aunque el Reglamento no lo disponga expresamente, puede afirmarse válidamente que, en aplicación supletoria de las normas generales de procedimientos administrativos, resulta indispensable que el recurso de apelación contenga una fundamentación del agravio, indicándose el error de hecho o de derecho en que el acto impugnado hubiese incurrido y precisándose su naturaleza, a fin que el agravio expuesto fije el tema decisorio que, a modo de punto controvertido, será materia de pronunciamiento. En este orden de ideas, resulta pertinente determinar si es que los hechos expuestos en el recurso tiene conexión lógica con el petitorio del mismo, en relación a un derecho o interés efectivamente conculcado.

10. Al respecto, debe entenderse la conexión lógica entre los hechos expuestos y el petitorio del mismo como un presupuesto común de los recursos administrativos que constituye un límite a su derecho de petición, el cual consiste en que quien efectúa la impugnación debe alegar un interés legítimo o afectación directa a un derecho subjetivo. Es decir, se debe alegar un agravio directo, específico y personalizado. En esta línea argumental, la falta de conexión lógica referida está referida a la relación objetiva entre el petitorio (que se revoque la buena pro y se le otorgue al impugnante) objeto del recurso de apelación y, los hechos expuestos en su recurso de apelación como argumentos para amparar su petitorio (también llamado en doctrina causa petendi) y que de los mismos se verifiquen su derecho afectado de manera directa. Entonces, se requiere la constatación de una situación objetiva que implique la lesión de un derecho de manera efectiva y directa que configure un conflicto de relevancia jurídica respecto del bien que se pretende proteger. 

11. Por ello, la procedencia de las pretensiones dirigidas a cambiar la condición jurídica del impugnante a ganador de la buena pro, está condicionada a que en virtud de su derecho de contradicción recurra contra todos los actos que le afecten su derecho a obtener su nueva condición jurídica, porque contrario sensu sólo se estaría contradiciendo algunos de los efectos de un acto administrativo y se consentiría otros efectos jurídicos del mismo acto administrativo, y sólo en la medida que se hubiera recurrido todos los efectos jurídicos de el acto administrativo impugnando, será procedente la emisión de un pronunciamiento respecto del petitorio dirigido a obtener un nuevo status jurídico. 
12. Con relación a ello, debe quedar claro que el sistema de impugnaciones que el ordenamiento legal contempla está diseñado para la protección de afectaciones concretas y directas a los derechos de los postores en un proceso de selección que constituyan una situación objetiva que amerite una acción en este sentido. 

13. En ese sentido, en la vía administrativa es presupuesto procesal objetivo para la validez de cualquier recurso impugnativo, la existencia de conexión lógica entre los hechos expuestos en el recurso y el petitorio del mismo y, en este sentido, el recurso administrativo se interpondrá a efectos de modificar o extinguir su eficacia y, por su efecto, variar la condición jurídica discutida; no obstante se observa que el Impugnante que quedó en tercer lugar en el orden de prelación ha consentido la calificación y resultado de la evaluación de propuestas respecto a la empresa que quedó en segundo lugar en el orden de prelación en el proceso de selección al no cuestionar en los hechos que sustentan su recurso de apelación la calificación y orden de prelación que obtuvo éste, por lo que este colegiado considera ello verifica su voluntad de no variar su condición jurídica, no procediendo modificar su situación en virtud de un recurso promovido de manera ulterior para variar, modificar o extinguir la eficacia de un acto que quedó firme por su voluntad sobre el segundo lugar.
14. Por ello, este colegiado considera que en el caso del Impugnante, éste no se ha materializado una situación jurídica de manera concreta que implique la obtención de un derecho en relación al otorgamiento de la buena pro, de modo que pueda percibirse su trasgresión y la lesión de un interés legítimo respecto de ello toda vez que el acto de calificación de la propuesta de la empresa que quedó en segundo lugar en el orden de prelación quedó firme, debido a que no cuestiona la misma, determinándose que en el supuesto negado que este Tribunal decidiera revocar el otorgamiento de la Buena Pro a favor de Telecomunicaciones Loreto Company S.R.L., la calificación, puntaje y orden de prelación obtenidos por la empresa SERVICIOS GENERALES JANETH que quedó en segundo lugar, se mantiene firme y en ese sentido el petitorio del recurso de apelación que solicita se le otorgue al impugnante la buenas pro por efecto de la revocación de la buena pro de quien ocupó el primer lugar, evidencian la falta de conexión lógica entre los hechos expuestos en el recurso y el petitorio del mismo.

15. Por lo tanto, este colegiado advierte que, cuando el impugnante presentó su recurso de apelación a la Oficina Desconcentrada de Iquitos de este Tribunal con fecha 30 de octubre de 2007, y posteriormente los subsanó con fecha 31 de octubre de 2007, éste había aceptado la calificación y puntaje obtenidos por la empresa que quedó en segundo lugar quedando firme el acto administrativo que la califica y le otorga ése lugar de prelación con derecho expectantico en caso que el ganador de la buena pro no suscriba el contrato, por lo que los hechos expuestos en su recurso no tiene conexión lógica con el petitorio del mismo, encontrándose en la causal establecida en el numeral 8 del artículo 157º del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado. 
16. Asimismo, cabe precisar que las bases del proceso ni su integración pueden ser cuestionadas en vía de apelación conforme lo establece el numeral 2 del artículo 151º del Reglamento de Contrataciones y Adquisiciones del Tribunal, deviniendo también en improcedente su recurso respecto al cuestionamiento de considerar otros factores de evaluación en las bases.

17. Por lo tanto, al haberse verificado el supuesto establecido en el numeral 8) del artículo 157º del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por D.S. Nº 084-2004-PCM, modificado por el D. S. Nº 028-2007-EF
, y de conformidad con lo previsto en el numeral 5) del artículo 163 del mismo cuerpo normativo, el recurso de apelación interpuesto por La Impugnante respecto a la Adjudicación Directa Selectiva Nº 0139-2007/EO-S (Primera Convocatoria) debe ser declarado improcedente, careciendo de objeto pronunciarse respecto de las pretensiones planteadas por el impugnante en su recurso de apelación. 

18. Sin perjuicio de lo expuesto, cabe precisar que es el artículo 9 del TUO de  la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado el que establece los impedimentos para ser postor, y que la Subdirección de Registro Nacional de Proveedores otorgó la constancia a la empresa adjudicataria como proveedor de servicios, teniendo la empresa que presentar cierta documentación requerida a efectos de validar su inscripción, por lo que no cabe descalificar a una empresa por ser su actividad principal la venta de bienes. Asimismo, sobre el domicilio declarado por la adjudicataria este es un establecimiento anexo o sucursal de su representada, y el domicilio que figura en el RNP es el domicilio fiscal fijado para efectos tributarios que no necesariamente es el domicilio legal para efectos del proceso de selección, más aún cuando se ha verificado esa información en la página web de SUNAT, criterio que ha sido materia de pronunciamiento en la Resolución Nº 445-2007-TC-S1 del 10 de mayo de 2007.

Respecto al pacto de integridad, mediante el artículo 2º de la Resolución de Contraloría Nº 320-2006-CG, publicada en el diario oficial El Peruano el 03.11.2006, se derogó la Resolución de Contraloría Nº 072-98-CG y sus modificatorias, entre las cuales se encuentra la Resolución de Contraloría Nº 123-2000-CG que dispuso la obligatoriedad de presentar en los procesos de selección un Pacto de Integridad o Compromiso de No Soborno, por lo que a la fecha no existe base legal que obligue a la Entidad a requerir el Pacto de Integridad de forma obligatoria para la presentación de propuestas, además que este Tribunal mediante las Resoluciones Nº 044/2007.TC-SU del 11.Set.2007 y 1330/2007-TC.S2 del 10.Set.2007, ha indicado que si bien no existe obligación de requerir dicho documento, la Entidad podrá solicitarlo de manera facultativa en las Bases y en ese caso no puede requerirse que se obtenga la firma de los miembros del Comité Especial con anterioridad a la presentación de propuestas pues limita la mayor participación de postores debido a una gestión administrativa con la Entidad.

Respecto al nombre del personal propuesto como obrero desbrozador, se ha verificado que en el Currículum Vitae figura el nombre de Walter Davila Taricurima coincidente con el número de documento de identidad que señala éste documento y la declaración jurada cuestionada, siendo una incorrección material que en virtud del principio de informalismo no necesita subsanación. Sobre su experiencia como obrero, el hecho que quien emite el certificado de trabajo tenga la condición de baja de oficio en la SUNAT no implica que no se haya prestado el servicio ni se haya efectuado la relación contractual, por lo que no se ha desvirtuado el principio de presunción de veracidad, sin perjuicio de ello se exhorta al Titular de la Entidad para que en virtud de su facultad de fiscalización posterior
, verifique la veracidad de los hechos expuestos por la adjudicataria.  

Por estos fundamentos, de conformidad con el informe del Vocal Ponente Dr. Martín Zumaeta Giudichi y la intervención de los Vocales Doctores Carlos Augusto Salazar Romero y Mónica Yaya Luyo, atendiendo a la conformación de la Segunda Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado según lo dispuesto en la Resolución Nº 149-2007-CONSUCODE/PRE, expedida el 25 de marzo de 2007, en ejercicio de las facultades conferidas en los artículos 53°, 54º, 59° y 61° del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM, el artículo 163 de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM, modificado por D.S. Nº 028-2007-EF y los artículos 17º y 18º del Reglamento de Organización y Funciones del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo Nº 054-2007-EF; analizados los antecedentes y luego de agotado el debate correspondiente, por unanimidad;

LA SALA RESUELVE:

1. Declarar IMPROCEDENTE el recurso de apelación interpuesto por el JALASA SERVICIOS GENERALES S.R.L., contra su descalificación, contra el otorgamiento de la buena pro a favor de Telecomunicaciones Loreto Company S.R.L., y por su efecto se le otorgue la buena pro de la Adjudicación Directa Selectiva Nº 0139-2007/EO-S (Primera Convocatoria) convocada por la EMPRESA REGIONAL DE SERVICIOS PÚBLICOS DE ELECTRICIDAD DEL ORIENTE – ELECTRORIENTE, para la contratación del “Servicio de jardinería, mantenimiento de áreas verde, cultivo o destrozado de césped, poda de árboles y sembrado de plantas ornamentales”, quedando subsistente la decisión sobre el resultado del proceso de selección emitida por el Comité Especial, por los argumentos expuestos en la parte considerativa de la presente Resolución.

2. Ejecutar la garantía presentada por La Impugnante para la interposición del recurso de apelación.

3. Disponer que la Entidad realice la fiscalización posterior conforme a lo expuesto en el fundamento 18 de la presente resolución.

4. Disponer la devolución de los antecedentes administrativos a la Entidad, la cual deberá recabarlos en la mesa de partes del Tribunal dentro del plazo de 30 días calendario de notificada la presente resolución; conforme a lo dispuesto en el numeral 5 de la parte V. Disposiciones Generales de la Directiva Nº 013-2007/CONSUCODE/PRE.
5. Dar por agotada la vía administrativa.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

PRESIDENTE

 VOCAL           

                                                                            VOCAL
ss.

Salazar Romero.

Zumaeta Giuidichi.

Yaya Luyo.

� Artículo modificado mediante Decreto Supremo Nº 028-2007-PCM.


�  “Artículo 157.- El recurso de apelación será declarado improcedente cuando:


7) El impugnante carezca de legitimidad procesal para impugnar el acto objeto del cuestionamiento. 


� Art. IV, numeral 1.16 Principio de Privilegio de Controles Posteriores de la Ley Nº 27444, Ley de Procedimiento Administrativo General.
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